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CONJUEZ PONENTE: GUSTAVO QUINTERO NAVAS

Bogotá D.C., veintiocho (28) de septiembre de dos mil diez (2010)

Radicación No. 63001-23-31-000-1999-00479-01

No. Interno 1263-2008

Actor: Silvio Giraldo Monsalve

Demandada: Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio del Interior y de Justicia y Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho – Apelación de sentencia

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Quindío contra la sentencia proferida el 17 de enero de 2008 por la Sala de Conjueces del Tribunal Administrativo de Quindío, en la cual se declaró la nulidad del Decreto 2668 de 1998 y se condenó a la Nación al reconocimiento y pago de la bonificación por compensación a favor de éste, a título de restablecimiento del derecho.

I. ANTECEDENTES

1. La demanda de nulidad y restablecimiento del derecho

Silvio Giraldo Monsalve, por intermedio de apoderado y en ejercicio de la acción consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo, obrando en calidad de Magistrado del Tribunal Administrativo de Quindío, instauró demanda el 29 de abril de 1999 ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca con el fin de obtener la declaratoria de nulidad del Decreto 2668 de 31 de diciembre de 1998 (fls. 1 a 24 c. ppal.). 

Considera el actor que el acto administrativo acusado desconoce el derecho del accionante a percibir mensualmente y con carácter permanente la bonificación por compensación, creada mediante los Decretos 610 y 1239 de 1998. Consecuentemente, pretende el señor Giraldo Monsalve que se condene a la Nación a reconocerle y pagarle dicho emolumento, de forma mensual y con carácter permanente, equivalente al 60% de los ingresos que por todo concepto perciben los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo Superior de la Judicatura y del Consejo de Estado, a partir del 1º de enero de 1999. 

De otro lado, solicita se ordene a la entidad demandada que le reconozca y pague la bonificación por compensación equivalente al 70% y 80% de los ingresos que por todo concepto perciben los Magistrados de las altas Cortes a partir del 1º de enero de los años 2000 y 2001, respectivamente, según quedó establecido en el Decreto 610 de 1998.

Reclama el actor, adicionalmente, que se condene a la demandada pagar indexadas las sumas adeudadas por concepto de la prestación laboral cuyo reconocimiento persigue, teniendo en cuenta ello la variación de los Índices de Precios al Consumidor (IPC) certificados por el DANE, y acorde con lo previsto en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo. 

Por último, pretende que se dé cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176, 177 y 178 ejusdem.

Los hechos que le sirven de fundamento a sus pretensiones son los siguientes:

1. Silvio Giraldo Monsalve se ha desempeñado en el cargo de Magistrado del Tribunal Administrativo de Quindío, desde el 1º de abril de 1978 a la fecha de la demanda.

2. Con la expedición de la Ley 4ª de 1992, se obligó al Gobierno Nacional a fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, incluidos los empleados de la Rama Judicial.

3. Sin embargo, desconociendo derechos adquiridos y la prohibición de desmejorar las condiciones salariales de los servidores de la administración pública, el Gobierno Nacional dictó el Decreto 903 de 1992, mediante el cual se desconoció el derecho que tenían los Magistrados de Tribunales de percibir, en condiciones de igualdad, algunas prestaciones salariales que se habían instaurado a favor de sus pares en las altas Cortes.
4. El Ejecutivo, entonces, expidió el Decreto 610 del 26 de marzo de 1998, adicionado por el Decreto 1239 de 1998, con el fin de restablecer gradualmente la desigualdad existente entre los dos niveles y formalizar un acuerdo laboral  concertado entre el Gobierno nacional y los representantes de los funcionarios afectados. 

5. El Decreto 610 de 1998 creó una prestación social denominada “bonificación por compensación”, mensual y con carácter permanente, equivalente al 60% de los ingresos que por todo concepto perciben los Magistrados de las altas Cortes a favor de los funcionarios mencionados en el artículo 2º del referido decreto (Magistrados de Tribunales y Auxiliares de la Cortes, Magistrados auxiliares del Consejo de Estado, etc.) y con efectos fiscales a partir del 1º de enero de 1999. 

6. Posteriormente, de forma injusta e ilegal, por órdenes del Presidente de la República, se procedió unilateralmente a revocar la mencionada prestación social, creada a favor de los servidores públicos arriba reseñadas, mediante la expedición del Decreto 2668 de 1998, alegándose para ello razones engañosas y contrarias a la realidad y veracidad de los hechos.

7. A la fecha de la demanda, el señor Giraldo Monsalve devenga un salario en el que no se le reconoce la bonificación por compensación equivalente al 60% de lo que por todo concepto recibe un Magistrado de altas Cortes.

8. El 13 de abril de 1999, el Gobierno Nacional, mediante el Decreto 664, decidió reconocer una bonificación por compensación a los Magistrados del Tribunal y otros funcionarios, señalando que solo constituirá factor salarial para efectos de determinar el monto de las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes y hará parte integral en su totalidad del ingreso base de liquidación debiendo cotizarse mensualmente sobre lo devengado, incluyendo esta bonificación, monto a tener en cuenta para el reconocimiento de las pensiones.
Como normas violadas, el actor invocó los artículos 2º, 13, 25, 29, 30, 53, 55, 58, 83, 113 y 228 de la Constitución Política, los artículos 2º y 10º de la Ley 4ª de 1992, la Ley 482 de 1998, los artículos 84, 73 y 74 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 14 del Código Sustantivo del Trabajo.

Para afincar su pretensión de invalidez del acto acusado, en primer lugar, la parte demandante invocó la violación directa de la ley, en la modalidad de error de derecho, precisando que el Gobierno Nacional soslayó de manera flagrante las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias sobre igualdad en el reconocimiento y pago de bonificaciones salariales debidas a los Magistrados de Tribunales Administrativos del país. A juicio del apoderado del señor Giraldo Monsalve, el Decreto 2668 de 1998, al suprimir sin justificación una prestación social creada a favor de los Magistrados titulares y auxiliares de Tribunales y Consejos Seccionales, desmejoró sensiblemente la retribución que le corresponde a tales servidores públicos en razón de sus delicadas responsabilidades y funciones.

El actor arguye, de un lado, que el Decreto 610 de 1998 garantiza el equilibrio entre lo que devengan los Magistrados de las altas Cortes y Magistrados de Tribunales y Consejos Seccionales, haciendo efectivos los principios de  igualdad y de proporcionalidad en la cantidad y cantidad de trabajo como derechos de los servidores públicos. No existiendo ninguna fundamentación objetiva ni razonable que justifique la diferencial salarial entre unos y otros juzgadores, al suprimirse la bonificación del decreto en mención se establece una odiosa desigualdad que ni el accionante ni otros funcionarios judiciales en su situación están obligados a soportar.

Y de otro, estima que la bonificación por compensación consagrada en el Decreto 610 de 1998 constituye un derecho adquirido de dichos servidores del Estado, sometidos a un régimen especial, el cual debe mantenerse al margen de cualquier menoscabo, ya que estando consagrado en normas de orden público que consagran prerrogativas laborales irrenunciables no puede ser objeto de transacción ni de derogatoria unilateral por parte de la administración pública; ni siquiera en estados de excepción. 

Considera el letrado del demandante que dicha situación jurídica particular y concreta consagrada en tales normas requiere, para ser revocada, del consentimiento expreso y escrito del servidor público afectado, porque unilateralmente, la remoción del acto del ordenamiento jurídico por la sola voluntad de la administración sólo procede mientras el servidor público beneficiado se haya valido de medios ilegales para obtener su expedición, o cuando se haya comprobado conducta fraudulenta en la situación que lo origina; circunstancias que no se han presentado con relación a los Decretos 610 y 1239 de 1998. Para sustentar esta afirmación, trae a colación las Sentencias de 6 de mayo de 1992, de la Sección Segunda de esta Honorable Corporación (Exp. No. 4260), y T-376 de 1996 y T-328 de 1997 de la Corte Constitucional.

Igualmente, aduce que el Decreto 2668 de 1998 viola las normas sobre negociación y concertación en las relaciones laborales consagradas en la Carta Política, al igual que el principio de buena fe. Si el Decreto 610 de 1998 fue producto de un acuerdo laboral entre el Gobierno y los representantes de los trabajadores de la Rama Judicial, no podría desatenderse en forma inopinada su ejecución, y aún más, habiéndose asumido compromisos económicos para con los servidores públicos beneficiados con la prestación creada.

En segundo lugar, estimó el aquí accionante que el acto administrativo acusado se encuentra falsamente motivado, puesto que confunde el aumento salarial de los empleados públicos cobijados por la Ley 4ª de 1992, que debe hacerse dentro de los primeros 10 días de cada anualidad –según el artículo 4º de la misma ley-, con la creación de prestaciones salariales tendientes a resolver desigualdades salariales. Ésta última es una facultad que puede ejercerse en cualquier tiempo, pues ninguna norma jurídica establece término alguno para hacerlo.

Así, en su sentir, el Gobierno Nacional motivó el Decreto 2668 de 1998 con base en razones ajenas al contenido esencial de los Decretos 610 y 1239 que busca derogar, trayendo como fundamento de la expedición del acto una situación de derecho inconducente e irrelevante. El Decreto 610 de 1998 apuntó a la creación de tales prestaciones de nivelación retributiva pero no al aumento salarial anual del artículo 4º de la Ley 4ª de 1992.

El argumento central del concepto de la violación por falsa motivación es que la misma administración pública se arrogó la facultad de considerar una norma jurídica creada por el Legislador como ilegal, careciendo de competencia para ello, erigiéndose con ello en juez de su propio acto. Una a una expone las consideraciones sobre cómo la parte motiva del decreto demandado se sustenta en hechos diferentes a la realidad.

Comienza la alegación aduciendo que en el caso concreto, no resulta de recibo pasar por alto el hecho que el Gobierno Nacional, al derogar la prestación social en mención, con el argumento de que la aplicación de los Decretos 610 y 1239 de 1998 genera una situación inequitativa frente a los demás servidores públicos, no tuviera presente la situación laboral de Magistrados de altas Cortes y de Congresistas, cuando “(…) en la misma motivación del decreto 610, lo primero que se pone de manifiesto es la iniquidad y falta de proporción entre lo devengado por los servidores de las altas corporaciones y los Magistrados y fiscales de tribunales en cuanto expresamente se indica que estos últimos perciben el 46% de lo que devengan los primeros” (fls. 9 y 10 c. ppal.).

Prosigue sus disquisiciones poniendo de relieve que no es cierto que los decretos en mención, derogados por el Decreto 2668 de 1998, fueran expedidos por fuera del espacio de tiempo establecido en la Ley 4ª de 1992 para ello, porque, según su opinión, cuando los artículos 4º y 11 in fine hacen mención de la obligación de expedir los reglamentos en cierto lapso, se está refiriendo a los aumentos salariales anuales y no a los reajustes salariales por vía de prestaciones sociales.

Por ese mismo motivo, se señala en el libelo petitorio que como el pago de la bonificación por compensación está condicionado a la existencia de recursos en el presupuesto, habida cuenta de la diferenciación entre los emolumentos referidos, no podría argüirse por el Gobierno Nacional, al expedir la norma demandada, alteración alguna en las metas macroeconómicas propuestas por el Banco de la República para el año de 1999. Esto, al no existir afectación alguna de la remuneración de los servidores de la Rama Judicial en el acta de la Junta Directiva de dicha entidad que las fijó, ni tampoco en el Plan de Desarrollo ni en la Ley del Presupuesto aplicables para la correspondiente vigencia fiscal.

Por último, concluye la fundamentación jurídica de la demanda que para el pago de la bonificación por compensación a Magistrados de Tribunales y Consejos Seccionales se previó una partida específica en el presupuesto nacional, la cual fue incluida en la Ley 482 de 1998 por un aforo de $660.274’351.191, y liquidado por idéntica suma en el Decreto 2354 de 1998. “En consecuencia, no podía el Gobierno Nacional modificar por un decreto la ley aprobatoria del presupuesto nacional, pues en esencia a ello condujo la derogatoria del decreto 610 de 1998” (fl. 18 c. ppal.).

2. La contestación de la demanda

2.1 Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a través de apoderada, contestó la demanda el 3 de marzo de 2000, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones planteadas por el demandante y proponiendo en su defensa diversos argumentos y excepciones (fls. 85 a 92 c. ppal.).

En primer lugar, aceptó todos los hechos alegados por el demandante con relación a la expedición de los Decretos 610 y 1239 de 1998, pero calificó de falso el referido a que el accionante no devengaba, junto con su salario mensual, la bonificación por compensación por el 60% de lo que devengan los Magistrados de las altas Cortes.

En segundo lugar, la entidad demandada se opuso a todas y cada una de las pretensiones de la demandada, aduciendo que el Decreto 2668 de 1998 no había sido expedido por la entidad sino por el Gobierno Nacional y que a ésta sólo le competía su cumplimiento, en virtud de sus atribuciones constitucionales y legales en materia salarial y prestacional. Por lo tanto, considera que la jurisdicción contencioso-administrativa no es la competente para conocer de la nulidad del mencionado decreto impetrada contra ésta, toda vez que siendo una declaración unilateral y voluntaria de una persona pública en cumplimiento de funciones administrativas, es al Presidente de la República, al Ministerio de Justicia y del Derecho y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público a quienes corresponde demandar por lo reclamado.

Finalmente, la entidad demandada propuso las excepciones de falta de competencia, de inexistencia del demandado y de inepta demanda, así como las innominadas que dentro del presente proceso se llegaren a encontrar probadas.

2.2 Nulidad procesal

Ahora bien, dentro del trámite procesal del presente caso, mediante Auto de 8 de octubre de 2001, se decretó de oficio la nulidad por indebida representación, con fundamento en una violación del derecho de defensa (fls. 133 y 134 c. ppal.). La Corporación ad quem declaró la invalidez de lo actuado hasta la notificación del auto admisorio de la demanda y ordenó adicionar su parte resolutiva, en razón a que en él no se había estatuido la notificación del Ministerio del Interior y de Justicia y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Tal circunstancia, a su modo de ver, impedía la comparecencia de las entidades en comento, al estar actuando sin representación dentro del proceso, lo cual ocluye, por ende, la conformación de la relación jurídica procesal.

2.3 Ministerio del Interior y de Justicia

Habiéndose abierto nuevamente el término para proponer oposición a la demanda, y notificadas las partes (fls. 147 y 149 a 157 c. ppal.), el Ministerio del Interior y de Justicia, contestando el libelo el 10 de mayo de 2002, por su parte, se pronunció frente a los hechos invocados por el actor. 

Manifestó no constarle la desigualdad producida con el régimen de reajuste salarial anterior al Decreto 610 de 1998, calificó como no cierto que dicho decreto tuviera como objetivo esencial restablecer la remuneración fijada en las Leyes 10 de 1987 y 63 de 1988 en un 80% y la existencia de una partida específica destinada al pago de la bonificación por compensación en la Ley de Presupuesto vigente para 1999. Asimismo, catalogó como falsos los hechos relacionados con la ilegalidad del acto demandado y con el desmejoramiento de las condiciones laborales del actor (fls. 167 a 168 c. ppal.).

De igual forma, planteó como razones de su defensa judicial los siguientes argumentos. En primer lugar, adujo que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho era improcedente para reclamar lo que, a su juicio, considera una simple expectativa y no un derecho adquirido. Con la derogatoria de la bonificación por compensación, mediante el Decreto 664 de 1999, un día antes de empezar a surtir efectos fiscales (el 31 de diciembre de 1998), no existía ninguna situación jurídica consolidada que pueda protegerse jurídicamente por vía judicial.

En segundo lugar, esgrimió como defensa la falta de competencia del Tribunal Administrativo de primera instancia para conocer del caso de autos, alegando que como el Decreto 2668 de 1998 era un acto administrativo de carácter nacional, la competencia para conocer sobre dicha pretensión le correspondía, de acuerdo con el artículo 36 de la Ley 446 de 1998, al Consejo de Estado.

Como tercera oposición, la apoderada de la Cartera Ministerial en comento negó el carácter de prestación social a la bonificación por compensación, puesto que tal bonificación no tiene por objeto cubrir los riesgos o necesidades del trabajador que tengan origen en la relación laboral con la administración pública.

En cuarto lugar, señala la entidad que no existe violación alguna de la Ley de Presupuesto, tal como lo afirma el actor en el concepto de la violación, ya que según el artículo 89 del Decreto 111 de 1996, la inclusión presupuestal de las apropiaciones, como autorizaciones máximas de gasto, no necesariamente conlleva a que éstas tengan que ejecutarse obligatoriamente. Entonces, si el pago de la bonificación no depende, en esencia, de su presupuestación sino de su existencia como derecho, no existiendo tal derecho resulta irrelevante su inclusión en el presupuesto por no deberse su pago, con lo cual se cae el argumento del actor de que la demanda tiene fundamento en la Ley 482 de 1998.

En quinto y último lugar, refiriéndose a la concertación de que habla el literal j) del artículo 2º de la Ley 4ª de 1992, esgrime el referido Ministerio que frente a la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores públicos, en ejercicio de la atribución constitucional de los artículos 150 numeral 19 y 189 Superiores, no resulta procedente exigir para derogar uno u otro acto administrativo en ese sentido.

2.4 Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Por contera, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, igual que el del Interior y de Justicia, contestó la demanda el 10 de mayo de 2002, pronunciándose sobre los hechos objeto de la presente acción y presentando argumentos para fundamentar su defensa, buscando fundamentar su petición a la Sala de Decisión a quo de que se declarara inhibida para fallar, o en su defecto, que denegara las pretensiones de la demanda (fls. 174 a 178 c. ppal.).

De un lado, la apoderada del Ministerio en mención manifestó que a la entidad que representa no le constan los hechos relacionados con el tiempo que el actor lleva desempeñándose como Magistrado del Tribunal Administrativo de Quindío y con los regímenes salariales de los funcionarios de la Rama Judicial con anterioridad y durante la vigencia de la Constitución Política de 1991. Tampoco le constan los relativos a las causas fácticas y a la finalidad del Decreto 610 de 1998.

Por otro, como cimientos de la oposición a la demanda, afirmó la entidad, en primer lugar, que existe una falta de objeto en el proceso de la referencia, pues se pretende la nulidad de un acto que ya ha sido declarado nulo, por la Sección Segunda del Consejo de Estado, mediante Sentencia de 25 de noviembre de 2001. 

En segundo lugar, afirmó que, de resultar condenado el Ministerio de Hacienda y Crédito Público por declararse nulo el acto acusado, la bonificación por compensación sólo se pagaría por el 60% de lo que devengan los Magistrados de las altas Cortes, pues los aumentos consecuenciales a los que se le alude en la demanda se encuentran en la parte motiva y no en la resolutiva del Decreto 610 de 1998. Igualmente, resaltó que dichas sumas debían pagarse únicamente por el periodo comprendido entre el 1º de enero y el 30 de agosto de 1999, teniendo en cuenta que la entidad ha venido pagando oportunamente dicho emolumento de conformidad con el Decreto 664 de 1999, es decir, a partir del 1º de septiembre de 1999.

En último lugar, esgrime la Cartera Ministerial referida que el Tribunal Administrativo de primera instancia debe declararse inhibido para fallar la acción impetrada por el señor Giraldo Monsalve, porque no constituye objeto de ningún proceso la revisión de normas derogadas por otras normas, ya que no es lógico que una norma legal inejecutable por estar derogada reviva como ejecutable por el solo hecho de haber sido declarada ajustada al ordenamiento jurídico. Para tal fin, trae a colación la Sentencia C-467 de 1993 de la Corte Constitucional. 

3. La sentencia apelada

La Sala de Conjueces del Tribunal Administrativo de Quindío, mediante Sentencia de 17 de enero de 2008, declaró no probadas las excepciones propuestas por los apoderados de la parte demandada, ordenó estarse a lo dispuesto por la Sentencia de 25 de septiembre de 2001 de la Sala de Conjueces de la Sección Segunda del Consejo de Estado y condenó, a título de restablecimiento del derecho, a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Ministerio del Interior y de Justicia a reconocerle y a pagarle al demandante Silvio Giraldo Monsalve “(…) la bonificación por compensación que con carácter permanente fue establecido en los Decretos 610 y 1239 de 1998, en el porcentaje del 60% a partir del 1 de Enero de 1999, del 70% a partir del 1 de Enero de 2000 y del 80% a partir del 1 de enero de 2001, de la remuneración total correspondiente a los Magistrados de las Altas Cortes y bajo las condiciones allí establecidas” (fl. 267 c. ppal.). 

De igual forma, declaró que la bonificación por compensación reconocida constituye factor salarial para los efectos indicados en el inciso 2º del artículo 1º del Decreto 610 de 1998.

Por último, obligó a la demandada a pagar de forma actualizada (indexación) las sumas adeudadas por concepto de prestación laboral reclamada, de acuerdo a la variación de los índices de precios al consumidor señalados por el DANE, con fundamento en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo; indicando, además, el deber de darle cumplimiento a lo decidido en los términos establecidos en los artículos 176, 177 y 178 ejusdem (fl. 261 c. ppal.). 

Todo lo anterior, con fundamento en las razones que se condensan así:

El Tribunal se refirió, en primer lugar, a las excepciones propuestas por la parte demandada, excepto la denominada “excepción de legitimación por pasiva” –la que dijo trataría cuando entrara a decidir de fondo el asunto-, analizándolas una a una y declarándolas improcedentes (fls. 263 a 264 c. ppal.). 

En segundo lugar, entró a estudiar la prosperidad de las pretensiones propuestas por el actor. Para comenzar, estimó la Sala de Decisión a quo que el señor Giraldo Monsalve había demostrado su vinculación a la Rama Judicial en calidad de Magistrado del Tribunal Administrativo de Quindío, como presupuesto subjetivo necesario de la pretensión procesal (fls. 29 a 30 c. ppal.) Acto seguido, con relación a la pretensión de invalidez del Decreto 2668 de 1998 y de su remoción del ordenamiento jurídico, la Sala de Conjueces competente en primera instancia consideró ajustado a Derecho despacharla de forma favorable, resolviendo estarse a lo dispuesto en la Sentencia de 25 de septiembre de 2001, proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado, al estimar que los efectos de la nulidad del acto en mención eran erga omnes y que cabía predicar cosa juzgada contencioso-administrativa sobre el particular.

A juicio de los Señores Conjueces del Tribunal Administrativo de Quindío:

“Teniendo en cuenta que la declaratoria de nulidad por parte del Honorable Consejo de Estado es consecuencia obligada e hizo tránsito a cosa juzgada, este Tribunal habrá de estarse a lo allí resuelto en relación con la pretensión de nulidad del Decreto 2668 de 1998, sin que sean necesarios más pronunciamientos al respecto, sin dejar de advertir que aunque la Sala no se ocupe de la nulidad, su causa no es la falta de competencia sino el hecho de haber sido ya objeto de sentencia en diferente acción, con efectos erga omnes, que lógicamente dejó por fuera del ordenamiento jurídico la norma, pero que no impide que el Tribunal pueda resolver sobre las demás pretensiones, por cuanto sus fines subjetivos así lo imponen a efecto de garantizar en su integridad el derecho a acceder a una decisión judicial” (fl. 266 c. ppal.).

Por último, la Sala de Decisión a quo decretó que a título de restablecimiento debía pagarse al actor la bonificación por compensación en los porcentajes solicitados, de forma actualizada y con los intereses moratorios que se causen desde la ejecutoria de la sentencia hasta su pago efectivo, con deducción de las sumas que ya se le hubieren entregado por dicho concepto. Lo anterior, porque era necesario guardar el equilibrio salarial de funcionarios como el señor Monsalve Giraldo respecto de los de superior jerarquía, el cual se había vulnerado con la expedición del Decreto 2668 de 1998, habiendo sido consagrado por ministerio de la ley mediante los Decretos 610 y 1239 del mismo año.

4. El recurso de apelación

En memorial visible a fls. 270 a 280, obra la sustentación del recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la Dirección Seccional Ejecutiva de Administración de Justicia de Quindío, reiterando lo aducido en la contestación de la demanda y en los alegatos de conclusión.

Como argumento principal de la alzada, sostiene la entidad que la pretensión de nulidad y restablecimiento invocada por el actor es improcedente, no sólo porque el acto administrativo acusado no fue expedido por la Rama Judicial y porque ésta no puede proceder a efectuar un pago con base en dos decretos que han perdido fuerza ejecutoria a razón de haber sido derogados por dicho acto considerado como ilegal. Además, desconoce el carácter de prestación social de la bonificación por compensación, tachándola de mera expectativa, y soslaya la cosa juzgada producida por la Sentencia de 25 de septiembre de 2001, proferida por esta Honorable Corporación.

II. CONSIDERACIONES

1. Competencia

De acuerdo con el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 37 de la Ley 446 de 1998, le corresponde al Consejo de Estado, en calidad de superior funcional, resolver las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los Tribunales Administrativos.

Ahora, dos de los Magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado, a quienes correspondió el conocimiento del asunto por reparto, se declararon impedidos el 25 de febrero de 2010 (fls. 300 a 303 c. ppal.). El impedimento fue aceptado por los miembros de la Sección Tercera de esta Corporación, mediante Auto de 19 de julio de 2010 (fls. 308 a 313 c. ppal.). Así las cosas, se procedió por Secretaría a efectuar sorteo de Conjueces y de Conjuez Ponente, quien recibió el proceso en su Despacho el 10 de septiembre de los corrientes (fls. 315 a 322 c. ppal.).

Existiendo quórum para deliberar, entonces, se continuará con el trámite de la presente acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

2. El caso concreto

A juicio de esta Sala de Conjueces, lo que busca la parte demandada en el caso sub-examine, con la alzada impetrada, es que se profiera sentencia absolutoria frente a las declaraciones y condenas hechas por el Tribunal Administrativo de primera instancia; manteniéndose la validez de los actos administrativos de carácter particular expedidos por ella con relación al reconocimiento y pago de la bonificación por compensación a favor de la parte actora, en los términos descritos en el libelo. 

Ahora, habiéndose estudiado los argumentos esgrimidos por la apoderada de la Dirección Seccional Ejecutiva de Administración de Justicia de Quindío, y contrastados con la parte motiva y resolutiva de la sentencia de primera instancia, encuentra esta Sala de Decisión ad quem, desde ahora, que no existe razón jurídica ni fáctica alguna para revocar dicha sentencia de fondo y que, por tanto, se procederá a confirmarla en todas sus partes.

En efecto, estiman los suscritos Conjueces que la Sentencia de 25 de septiembre de 2001, proferida por esta Honorable Corporación
, hizo tránsito a cosa juzgada contencioso-administrativa en los términos del artículo 175 del Código Contencioso Administrativo, con relación a la declaratoria de nulidad del Decreto 2668 de 1998. Dicha invalidez judicialmente declarada, sin lugar a dudas, aprovecha al señor Giraldo Monsalve como demandante dentro del presente proceso y como favorecido con el restablecimiento de su derecho a percibir la bonificación por compensación de los Decretos 610 y 1239 de 1998 por cuenta de la misma, habiendo logrado la acreditación de su legitimación en causa por activa para reclamarla.

Igualmente, para esta Sala de Decisión -a diferencia de lo expresado por su apoderada en el escrito de apelación-, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, no obstante no haber proferido el decreto acusado de ilegalidad dentro de la presente actuación, sí está obligada al pago de las sumas que por concepto de bonificación por compensación se deban al actor, según los porcentajes y periodos establecidos por el reglamento. Lo anterior, por mandato de los artículos 98 y 99 de la Ley 270 de 1996, que señalan como función de la entidad la ejecución de las actividades administrativas de la Rama Judicial, y en cabeza de su Director Ejecutivo, la tarea de administrar los bienes y recursos destinados para el funcionamiento de la Rama Judicial y responder por su correcta aplicación o utilización. Las normas reseñadas le obligan a atender, indiscutiblemente, entre otros, el pago de prestaciones sociales a cargo de sus empleados cuando así se haya reconocido mediante sentencia judicial.

Por contera, la aplicación de los Decretos 664 de 1999, 2738 de 2000, 2726 de 2001 y 663 de 2002, en punto del pago de la bonificación por compensación que debía hacer la demandada al actor, resulta procedente sólo si las sumas allí establecidas respetan las equivalencias porcentuales establecidas en la parte motiva del Decreto 610 de 1998, apreciadas las vigencias fiscales proyectadas para los 3 años subsiguientes a su entrada en vigor y lo que efectivamente hubieren percibido por todo concepto los Magistrados de las altas Cortes en esos lapsos. Si bien los mencionados Decretos no han perdido fuerza ejecutoria, sus disposiciones deben ser interpretadas de forma sistemática con la norma reglamentaria revivida por la jurisprudencia de esta Honorable Corporación , que según su artículo 4º deroga todas las que le sean contrarias; conforme lo dispone el artículo 30 del Código Civil. Lo anterior, buscando hacer efectivos los derechos e intereses de los administrados reconocidos por la ley aplicando con corrección las normas jurídicas, tal como lo ordena el artículo 2º del Código Contencioso Administrativo.

Bajo lo que viene de explicarse, esta Sala de Decisión mantendrá la declaratoria de nulidad del Decreto 2668 de 1998 y el otorgamiento del restablecimiento con relación al reconocimiento y pago de la bonificación por compensación al señor Giraldo Monsalve; eso sí, previa deducción de lo que ya se le hubiere pagado en virtud de los años 1999, 2000, 2001, 2002 y siguientes conforme los Decretos 664 de 1999 y demás que resulten aplicables, y solamente durante el periodo en que haya fungido efectivamente como Magistrado de Tribunal Administrativo dentro de la estructura de la Rama Judicial.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Sala de Conjueces, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

CONFÍRMESE la Sentencia de 17 de enero de 2008, proferida la Sala de Conjueces del Tribunal Administrativo de Quindío, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

EFECTÚENSE los pagos impuestos a título de condenas en la sentencia de primera instancia, descontando las sumas que por dicho concepto ya se hubieren sufragado a favor del señor Silvio Giraldo Monsalve, según la parte motiva de esta providencia. Igualmente, REALÍCENSE tales desembolsos únicamente durante el tiempo en que el señor Giraldo Monsalve se hubiere desempeñado efectivamente como Magistrado de Tribunal Administrativo al servicio de la Rama Judicial, conforme con los archivos y registros laborales de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala de Conjueces en la sesión de la precitada fecha.

GUSTAVO QUINTERO NAVAS

Conjuez

JORGE IVÁN ACUÑA ARRIETA             ERNESTO FORERO VARGAS
                 Conjuez                                                      Conjuez

    HERMANN SALAS QUINN
           PEDRO SIMÓN VARGAS SÁENZ

         Conjuez




Conjuez   

LUIS FERNANDO VILLEGAS GUTIÉRREZ

Conjuez
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Secc. Segunda, Sala de Conjueces, Rad. No. 395-99, Sentencia de 25 de septiembre de 2001, C.P. Álvaro Lecompte Luna.





